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Resumen. 

La estabilidad laboral reforzada es una de esas figuras jurídicas que suenan bien en el papel pero que, en la práctica, generan más pre-

guntas que certezas. Su propósito es claro: proteger a quienes, por razones de salud o discapacidad, enfrentan una vulnerabilidad adi-

cional en el mercado laboral. Pero el camino entre el reconocimiento normativo y la protección efectiva está lleno de obstáculos. Este 

artículo analiza el marco jurídico aplicable a la estabilidad laboral reforzada de trabajadores con enfermedades catastróficas o discapa-

cidad, y examina los principales problemas que surgen en su aplicación práctica. La investigación es de naturaleza cualitativa y se 

apoya en el estudio de normas constitucionales y legales, tratados internacionales, jurisprudencia y doctrina especializada. Se identifi-

can los fundamentos de la protección, los criterios que han desarrollado los tribunales y las tensiones que aparecen cuando el derecho a 

la estabilidad entra en conflicto con las facultades del empleador. También se examinan las dificultades probatorias, los problemas de 

interpretación y la brecha que a menudo existe entre lo que la ley promete y lo que realmente ocurre en los despidos y en los procesos 

judiciales. Se concluye que, aunque el marco jurídico es amplio y protector en su formulación, su aplicación práctica enfrenta serias 

limitaciones que afectan la eficacia de la garantía. La falta de claridad en algunos conceptos, la carga de la prueba y la ausencia de cri-

terios uniformes en la jurisprudencia generan inseguridad jurídica tanto para trabajadores como para empleadores. La protección exis-

te, pero no siempre funciona como debería. 

Palabras clave: Estabilidad laboral reforzada; discapacidad; enfermedades catastróficas; derecho laboral; protección constitucional; 

jurisprudencia. 

Abstract 

Enhanced employment stability is one of those legal concepts that sounds good on paper but, in practice, raises more questions than 

certainties. Its purpose is clear: to protect those who, due to health reasons or disability, face additional vulnerability in the labor mar-

ket. But the path between regulatory recognition and effective protection is full of obstacles. This article analyzes the legal framework 

applicable to enhanced employment stability for workers with catastrophic illnesses or disabilities, and examines the main problems 
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that arise in its practical application. The research is qualitative in nature and relies on the study of constitutional and legal norms, in-

ternational treaties, jurisprudence, and specialized doctrine. The foundations of protection, the criteria developed by the courts, and the 

tensions that arise when the right to stability conflicts with the employer's powers are identified. The evidentiary difficulties, interpre-

tation problems, and the gap that often exists between what the law promises and what actually happens in dismissals and judicial pro-

ceedings are also examined. It is concluded that, although the legal framework is broad and protective in its formulation, its practical 

application faces serious limitations that affect the effectiveness of the guarantee. The lack of clarity in some concepts, the burden of 

proof, and the absence of uniform criteria in jurisprudence generate legal uncertainty for both workers and employers. Protection ex-

ists, but it does not always work as it should. 

Keywords: Enhanced employment stability; disability; catastrophic illnesses; labor law; constitutional protection; jurisprudence. 

1. Introducción 

La estabilidad laboral reforzada es una de esas figuras jurídicas que suenan bien en el papel, pero que en la prác-

tica generan más preguntas que certezas. El ordenamiento jurídico reconoce una protección especial para los tra-

bajadores que, por razones de salud o discapacidad, se encuentran en una situación de vulnerabilidad [1][2][7]. 

Pero el reconocimiento normativo no siempre se traduce en protección efectiva. La pregunta que guía este artícu-

lo es simple, pero no tiene una respuesta sencilla: ¿en qué medida el marco jurídico garantiza realmente la estabi-

lidad laboral reforzada de los trabajadores con enfermedades catastróficas o discapacidad, y cuáles son las prin-

cipales dificultades que se presentan en su aplicación práctica? 

El problema no es nuevo, pero sigue sin resolverse de manera satisfactoria. La Constitución, los tratados interna-

cionales, la legislación laboral y la jurisprudencia han construido un entramado normativo que, en teoría, debería 

proteger a los trabajadores que enfrentan condiciones de salud que los colocan en una situación de especial vul-

nerabilidad [1][3][4][5]. La estabilidad laboral reforzada no es un privilegio, sino un mecanismo de compensa-

ción: reconoce que estos trabajadores no pueden ser tratados como cualquier otro empleado cuando se trata de 

poner fin a la relación laboral, porque la pérdida del empleo en esas condiciones tiene un impacto desproporcio-

nado en su vida y en la de sus familias [7][9]. 

Sin embargo, en la práctica persisten conflictos que ponen en duda la efectividad de esta protección. Los despi-

dos de trabajadores con discapacidad o enfermedades graves siguen ocurriendo, a menudo sin que medie una au-

torización previa o sin que el empleador haya considerado alternativas razonables [6][8]. La determinación del 

alcance de la protección —qué trabajadores están cubiertos, en qué condiciones y con qué consecuencias— sigue 

siendo objeto de interpretaciones contradictorias. Los empleadores, por su parte, enfrentan incertidumbre sobre 

los límites de sus facultades de organización y disciplina, y sobre las consecuencias de un despido que luego 

pueda ser calificado como discriminatorio [7][9]. 

Este artículo se justifica por razones que van en varias direcciones. Desde una perspectiva jurídica, busca anali-

zar la coherencia entre los diferentes niveles del ordenamiento —Constitución, legislación, tratados internaciona-

les y jurisprudencia— para determinar si existe una verdadera articulación normativa o si, por el contrario, las 

contradicciones y lagunas generan inseguridad jurídica [1][3][4][5]. La mirada no es solo normativa, sino tam-

bién crítica: no basta con enumerar las leyes, hay que preguntarse si funcionan [7]. 

La justificación social es igualmente relevante. Los trabajadores con discapacidad o enfermedades catastróficas 

se enfrentan a barreras que van más allá de su condición de salud. El estigma, la discriminación y la falta de ajus-

tes razonables en el entorno laboral los colocan en una situación de desventaja que el derecho debería corregir 

[4][8]. La estabilidad laboral reforzada es uno de los instrumentos diseñados para nivelar el campo de juego, pe-

ro su eficacia depende de que se aplique de manera consistente y efectiva [7][9]. 

La justificación práctica, finalmente, atiende a los problemas concretos que surgen en la vida real. Los despidos, 

los procesos judiciales, las decisiones administrativas y las negociaciones entre empleadores y trabajadores están 

llenos de obstáculos que no siempre están previstos en la ley. Identificar esos obstáculos es el primer paso para 

superarlos [5][6]. 
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El objetivo general de este artículo es analizar el marco jurídico de la estabilidad laboral reforzada aplicable a los 

trabajadores con enfermedades catastróficas o discapacidad, y examinar los principales problemas relacionados 

con su aplicación práctica. Para ello, se plantean cinco objetivos específicos: examinar los fundamentos constitu-

cionales e internacionales de la estabilidad laboral reforzada; analizar la normativa aplicable a la protección labo-

ral de las personas con discapacidad y enfermedades catastróficas; identificar los criterios jurisprudenciales desa-

rrollados sobre la estabilidad laboral reforzada; examinar los principales problemas que se presentan en la apli-

cación práctica de esta garantía; y valorar la eficacia de los mecanismos jurídicos de protección frente a la termi-

nación de la relación laboral. 

Las preguntas que guían la investigación son varias y apuntan a diferentes dimensiones del problema. ¿Cuál es el 

fundamento jurídico de la estabilidad laboral reforzada? ¿Qué diferencias existen entre la protección de las per-

sonas con discapacidad y la de quienes padecen enfermedades catastróficas? ¿Qué criterios han establecido los 

tribunales? ¿Cuáles son los principales problemas en la aplicación práctica de esta garantía? ¿La protección ac-

tual resulta suficiente para garantizar la permanencia laboral? La respuesta a estas preguntas no es unívoca, y la 

complejidad del tema exige un análisis que combine el estudio normativo con la interpretación de casos concre-

tos [5][6][7][8][9]. 

 

2. METODOLOGÍA 

2.1. Enfoque de investigación 

El enfoque de esta investigación es cualitativo. No se trata de medir frecuencias o de establecer correlaciones es-

tadísticas, sino de comprender el significado y el alcance de las normas jurídicas que regulan la estabilidad labo-
ral reforzada. El análisis se centra en la interpretación del contenido de las disposiciones constitucionales, legales 

y jurisprudenciales, así como en la identificación de los problemas que surgen cuando esas normas se aplican a 

casos concretos. 
 

2.2. Tipo de investigación 

La investigación es de tipo jurídico-dogmática y aplicada. Es dogmática porque estudia el contenido del ordena-

miento jurídico: las normas, sus principios, sus categorías y sus relaciones. No se trata de describir lo que la ley 
dice superficialmente, sino de analizar su estructura interna, sus fundamentos y sus implicaciones. Es aplicada 

porque el estudio no se queda en el plano teórico; examina cómo las normas funcionan en la práctica, cómo las 

interpretan los tribunales y qué problemas surgen cuando se enfrentan a situaciones concretas. 
 

2.3. Diseño de investigación 

El diseño es documental, analítico e interpretativo. Es documental porque las fuentes de información son princi-

palmente documentos escritos: constituciones, leyes, tratados internacionales, sentencias, doctrina y otros mate-

riales jurídicos. Es analítico porque el estudio descompone el objeto de investigación —la estabilidad laboral re-
forzada— en sus elementos constitutivos para examinarlos por separado. Es interpretativo porque el derecho no 

es un conjunto de fórmulas matemáticas; requiere de una labor de comprensión que va más allá de la lectura lite-
ral de los textos. 

 
2.4. Métodos de investigación 

El análisis de la estabilidad laboral reforzada exige una combinación de métodos que permitan abordar el fenó-

meno desde diferentes ángulos. No es suficiente con leer las leyes; hay que interpretarlas, descomponerlas en sus 
elementos y examinar cómo se han aplicado en casos concretos. 

 
El método jurídico-dogmático es el punto de partida. Se utiliza para examinar la legislación aplicable: la Consti-

tución, el Código de Trabajo, las leyes especiales sobre discapacidad y enfermedades catastróficas, y los tratados 

internacionales. El propósito no es hacer un listado de normas, sino comprender su estructura, sus principios y 
sus relaciones. La dogmática jurídica permite identificar los conceptos clave —"estabilidad laboral reforzada", 

"discapacidad", "enfermedad catastrófica"— y determinar su contenido a partir de las fuentes normativas. 
 

El método hermenéutico es el complemento necesario. Las normas no se interpretan a sí mismas. La aplicación 
del derecho requiere una labor de comprensión que va más allá de la lectura literal de los textos. El método her-

menéutico permite interpretar las disposiciones constitucionales, legales y jurisprudenciales a la luz de su con-

texto, de los principios que las informan y de los valores que protegen. No se trata de encontrar el "significado 
oculto" de la ley, sino de reconstruir su sentido a partir de los elementos objetivos que la componen. 

 
El método analítico-sintético permite descomponer el objeto de estudio en sus partes para examinarlas con deta-

lle y luego recomponerlas para obtener una visión de conjunto. El análisis descompone la protección jurídica en 
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sus elementos: el fundamento normativo, los sujetos protegidos, los requisitos de aplicación, las consecuencias 

del despido. La síntesis integra esos elementos en una comprensión global de la figura de la estabilidad laboral 

reforzada. El método de estudio de casos, finalmente, permite examinar decisiones judiciales concretas para 
identificar los criterios que los tribunales han desarrollado. No se trata de hacer una estadística de sentencias, 

sino de seleccionar casos representativos que ilustren las tensiones interpretativas y los problemas que surgen en 
la aplicación práctica de la estabilidad laboral reforzada. 

 

2.5. Fuentes de información 

La investigación se apoya en dos tipos de fuentes: primarias y secundarias. 

 
Las fuentes primarias son los documentos que contienen las normas y las decisiones jurídicas. Incluyen la Cons-

titución, que establece los principios fundamentales; la legislación laboral, que regula las relaciones de trabajo; la 
normativa sobre discapacidad, que define el alcance de la protección; la normativa sobre enfermedades catastró-

ficas, que reconoce derechos específicos; los tratados internacionales, que vinculan al Estado y establecen están-

dares mínimos de protección; las sentencias judiciales, que interpretan las normas y resuelven casos concretos; y 
las resoluciones administrativas, que aplican la ley en el ámbito de la administración pública. 

 
Las fuentes secundarias son los documentos que analizan, comentan o interpretan las fuentes primarias. Incluyen 

libros jurídicos, que ofrecen una visión sistemática y profunda de la materia; artículos científicos publicados en 

revistas especializadas, que presentan investigaciones y reflexiones actualizadas; tesis de grado y posgrado, que 
abordan aspectos específicos; y comentarios doctrinales, que ofrecen la opinión de expertos sobre determinadas 

normas o decisiones judiciales. 
 

2.6. Criterios de selección jurisprudencial 

La selección de las sentencias no es un ejercicio aleatorio. No se trata de revisar todas las decisiones judiciales 

que mencionen la estabilidad laboral, sino de identificar aquellas que abordan los problemas más relevantes. El 

criterio de selección responde a la pregunta: ¿qué tipos de conflictos llegan a los tribunales y cómo los resuel-
ven? 

 
Se seleccionarán sentencias que aborden el despido de personas con discapacidad, porque es el escenario más 

frecuente en el que se discute la estabilidad reforzada. También se incluirán casos de trabajadores con enferme-

dades graves o catastróficas, que han recibido una atención creciente en la jurisprudencia pero que presentan 
problemas específicos. La discriminación laboral por motivos de salud es otro criterio central: cuando el despido 

se produce en un contexto de estigma o de trato desigual, la protección constitucional se activa de manera distin-
ta. 

 
Las sentencias sobre despido durante tratamientos médicos son especialmente relevantes, porque en esos casos la 

vulnerabilidad del trabajador es máxima y la conducta del empleador suele ser más cuestionable. El reintegro la-

boral y la indemnización, por su parte, son las consecuencias jurídicas que más directamente afectan a las partes, 
y su análisis permite evaluar la eficacia real de la protección. Finalmente, cuando la ley exige autorización previa 

para el despido de ciertos trabajadores, la ausencia de esa autorización convierte al despido en nulo o ineficaz, y 
las sentencias que abordan este tema son fundamentales para entender los límites de la protección. 

 

No se trata de hacer una muestra representativa en términos estadísticos, sino de seleccionar casos que sean pa-
radigmáticos o que ilustren problemas recurrentes. El objetivo no es medir la frecuencia de ciertos criterios, sino 

comprender cómo los tribunales han construido el sentido de la estabilidad laboral reforzada a través de sus deci-
siones. 

 
2.7. Técnica de análisis 

El análisis se organiza mediante categorías temáticas que permiten sistematizar la información y facilitar la com-

paración. No es un análisis de contenido en el sentido sociológico, sino un análisis jurídico-temático: cada cate-
goría agrupa un conjunto de elementos que son relevantes desde la perspectiva del derecho. 

 
La primera categoría es el fundamento constitucional. Aquí se identifican los derechos y principios que sirven 

de base a la estabilidad laboral reforzada: el derecho al trabajo, la igualdad y no discriminación, la dignidad hu-

mana, la protección de grupos vulnerables, el derecho a la salud, y la estabilidad en el empleo. 
 

La segunda categoría es la protección legal. Se analizan los requisitos y el alcance de la protección establecidos 
en la legislación: qué trabajadores están cubiertos, en qué condiciones, qué procedimientos deben seguirse, qué 

consecuencias tiene el incumplimiento. 
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La tercera categoría es la discapacidad. Se estudia la condición de discapacidad desde la perspectiva jurídica: 

cómo se define, cómo se acredita, qué protección otorga. La cuarta categoría es la enfermedad catastrófica. Se 

examina el alcance de la protección en estos casos, las diferencias con la discapacidad y los problemas específi-
cos que plantea. 

 
La quinta categoría es la jurisprudencia. Se identifican los criterios que han desarrollado los tribunales: cómo 

han interpretado las normas, qué factores consideran relevantes, qué exigencias imponen a empleadores y traba-

jadores. 
La sexta categoría es la aplicación práctica. Se analizan los problemas y obstáculos que surgen en la vida real: 

dificultades probatorias, falta de claridad normativa, contradicciones interpretativas. 
 

La séptima categoría son las consecuencias jurídicas. Se examina qué ocurre cuando se vulnera la estabilidad 
laboral reforzada: el reintegro, la indemnización, la reparación integral. 

 

Este esquema no es rígido. Las categorías se interrelacionan y el análisis de un caso concreto puede requerir la 
combinación de varias de ellas. 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura 1. Categorías temáticas del análisis jurídico de la estabilidad laboral reforzada. 

 

3. MARCO JURÍDICO DE LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura 2. Jerarquía de las fuentes normativas que sustentan la estabilidad laboral reforzada en Ecuador. 
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3.1. Fundamento constitucional 

La estabilidad laboral reforzada no es un invento de la jurisprudencia ni una concesión graciosa del legislador. 

Tiene raíces profundas en la Constitución, y entender ese fundamento es clave para comprender su alcance y sus 
límites [10]. 

 
El derecho al trabajo es el punto de partida. La Constitución lo reconoce como un derecho y un deber social, y 

como fuente de realización personal y base de la economía [10]. Pero no es un derecho aislado. Está conectado 

con la dignidad humana, con la igualdad y con la prohibición de discriminación [10]. El trabajo no es solo un 
medio de subsistencia; es también un espacio de reconocimiento y de integración social. Perder el empleo en 

condiciones de vulnerabilidad no es lo mismo que perderlo en condiciones de plena salud. El impacto es despro-
porcionado, y la Constitución lo sabe. 

 
La igualdad y no discriminación son el segundo pilar. La Constitución no se limita a proclamar que todos somos 

iguales ante la ley; va más allá y exige que el Estado adopte medidas de acción afirmativa para proteger a quie-

nes se encuentran en situación de vulnerabilidad [10]. Las personas con discapacidad y quienes padecen enfer-
medades catastróficas están entre esos grupos [11][12]. La estabilidad laboral reforzada es una de esas medidas: 

no es un privilegio, sino un mecanismo para nivelar un campo de juego que, de otro modo, sería desigual 
[11][12]. 

 

La dignidad humana atraviesa todo el sistema. La Constitución la reconoce como un fin del Estado y como un 
límite a cualquier actuación que la desconozca [10]. Despedir a un trabajador que está en tratamiento médico o 

que tiene una discapacidad, sin considerar su situación, no es solo un acto administrativo; es un acto que puede 
afectar su dignidad, su autoestima y su capacidad para llevar una vida digna [10][13]. 

 
La protección de grupos en situación de vulnerabilidad es el cuarto fundamento. La Constitución establece que el 

Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor de los titulares de dere-

chos que se encuentren en situación de desigualdad [10]. Las personas con discapacidad y las que padecen en-
fermedades catastróficas están en esa situación [11][14]. La estabilidad laboral reforzada es una de esas medidas 

[13][15]. 
 

El derecho a la salud, finalmente, conecta con la estabilidad laboral de una manera que no siempre se reconoce. 

La enfermedad no es solo un hecho biológico; es también un hecho social y económico. Cuando un trabajador 
enferma, su capacidad para mantener el empleo se ve afectada, y la pérdida del empleo, a su vez, afecta su acce-

so a la salud [13][14]. La estabilidad laboral reforzada rompe ese círculo vicioso [11][15]. 
 

3.2. Fundamento en el derecho internacional 

El derecho internacional ofrece un piso mínimo de protección que el ordenamiento interno no puede desconocer. 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada por Ecuador en 2008, es el ins-

trumento más relevante [4]. Reconoce el derecho de las personas con discapacidad a trabajar en igualdad de con-
diciones con las demás, y a recibir protección contra el despido arbitrario [4]. También establece la obligación de 

los Estados de promover oportunidades de empleo y de garantizar que los lugares de trabajo sean accesibles y 
adaptados [4][11]. 

 

El Convenio 159 de la Organización Internacional del Trabajo sobre la Readaptación Profesional y el Empleo de 
las Personas Inválidas, ratificado por Ecuador en 1988, complementa la Convención. Reconoce el derecho de las 

personas con discapacidad a la igualdad de oportunidades en el ámbito laboral y a la readaptación profesional 
cuando sea necesario [3]. La Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Protocolo de San Salvador 

también contienen disposiciones sobre el derecho al trabajo y la no discriminación [11]. 
 

3.3. Normativa laboral aplicable 

El Código de Trabajo es la norma general que regula las relaciones laborales en Ecuador, pero no es la única [2]. 
La Ley Orgánica de Discapacidades (LOD), publicada en 2012, establece disposiciones específicas para la pro-

tección laboral de las personas con discapacidad [11]. Su artículo 51 es particularmente relevante: prohíbe la re-
ducción de puestos de trabajo ocupados por personas con discapacidad y establece una indemnización especial 

en caso de despido intempestivo [11][15]. 

 
La Resolución No. 01-2025 de la Corte Nacional de Justicia, emitida en enero de 2025, ha marcado un hito en la 

interpretación de esta norma [12][16]. Antes de esta resolución, existían inconsistencias jurisprudenciales en la 
aplicación del artículo 51 de la Ley Orgánica de Discapacidades, lo que generaba inseguridad jurídica y limitaba 

el acceso efectivo a los derechos laborales de este grupo vulnerable [12]. La resolución unifica criterios al esta-

https://creativecommons.org/licenses/by/4.0/


Esta obra está bajo una licencia: https://creativecommons.org/licenses/by/4.0/ 

Neutrosophic Computing and Machine Learning , Vol. 43, 2026                                                                                         510 

 

blecer que, para acceder a la indemnización por estabilidad laboral, no se requiere haber notificado previamente 

al empleador sobre la condición de discapacidad, ni calificarse como trabajador sustituto [12][16]. 

 
La Corte Constitucional ha sido enfática en que la discapacidad no es una excusa para violentar la Constitución, 

pero tampoco es una razón para desproteger a quien necesita protección [13]. La sentencia No. 2091-21-EP/24, 
emitida en 2024, estableció que las personas con discapacidad tienen derecho a una protección especial para ga-

rantizar su permanencia en el empleo, y que deben verificarse dos aspectos: los intentos de reubicación en otro 

puesto de similar rango y función, y la indemnización conforme al artículo 51 de la Ley Orgánica de Discapaci-
dades en caso de imposibilidad de reubicación [13]. 

 
3.4. Protección jurídica de las personas con discapacidad 

La discapacidad no es una categoría monolítica. Puede ser física, sensorial, intelectual o psicosocial, y puede te-
ner diferentes grados de afectación. La Ley Orgánica de Discapacidades la define como una condición de salud 

que, al interactuar con barreras del entorno, puede impedir la participación plena y efectiva en la sociedad [11]. 

El certificado de discapacidad, emitido por el Ministerio de Salud Pública o por el ex CONADIS, es el documen-
to que acredita la condición [13][15]. 

 
La protección jurídica de las personas con discapacidad en el ámbito laboral tiene tres niveles: la prohibición de 

discriminación, la obligación de realizar ajustes razonables y la estabilidad laboral reforzada [11]. La prohibición 

de discriminación significa que el empleador no puede tratar a una persona con discapacidad de manera menos 
favorable que a otra sin discapacidad, a menos que exista una justificación objetiva [11]. Los ajustes razonables 

son las modificaciones necesarias en el entorno laboral para garantizar que la persona con discapacidad pueda 
desempeñar su trabajo en igualdad de condiciones [11][12]. 

 
La estabilidad laboral reforzada, finalmente, implica que el despido de una persona con discapacidad debe estar 

justificado por una causa objetiva y, en algunos casos, requiere autorización previa [13][15]. La sentencia No. 

2091-21-EP/24 estableció que, conforme a la jurisprudencia y la Constitución, las personas con discapacidad tie-
nen derecho a una protección especial para garantizar su permanencia en el empleo [13]. La sentencia No. 23-23-

IS/25, por su parte, reforzó este criterio al señalar que la liquidación de una empresa pública no elimina la obli-
gación de cumplir una sentencia constitucional que ordena la restitución de un trabajador con estabilidad refor-

zada, especialmente cuando se trata de personas que tienen bajo su cuidado a alguien con discapacidad [16]. 

 
3.5. Protección de trabajadores con enfermedades catastróficas o graves 

Las enfermedades catastróficas no tienen una definición legal única, pero suelen referirse a aquellas que son de 
alta complejidad, que requieren tratamientos prolongados y costosos, y que generan un alto grado de dependen-

cia. El cáncer, el VIH-SIDA y las enfermedades renales crónicas son algunos ejemplos [14][17]. 
 

La protección de estos trabajadores no está regulada con el mismo detalle que la de las personas con discapaci-

dad, pero la jurisprudencia ha llenado ese vacío [14]. La sentencia No. 375-17-SEP-CC, emitida por la Corte 
Constitucional en 2017, estableció que las personas con enfermedades catastróficas también tienen derecho a la 

estabilidad laboral reforzada [14]. El razonamiento fue sencillo: la enfermedad catastrófica genera una situación 
de vulnerabilidad comparable a la de la discapacidad, y merece una protección similar [14]. Esta sentencia desa-

rrolló el principio de estabilidad laboral reforzada de personas con enfermedades catastróficas, protegiendo a los 

trabajadores médicamente vulnerables de ser despedidos, eliminando así la discriminación y garantizando la pro-
tección de derechos conexos como la salud y el buen vivir [14][17]. 

 
El alcance de la protección, sin embargo, no es idéntico. Mientras que la discapacidad suele ser permanente o de 

larga duración, la enfermedad catastrófica puede ser temporal o reversible. La protección en estos casos está vin-
culada al período de tratamiento y a la capacidad del trabajador para desempeñar sus funciones [14]. El conoci-

miento del empleador sobre la enfermedad es un factor clave: si el empleador no sabe que el trabajador padece 

una enfermedad catastrófica, no puede activar la protección. La Corte Constitucional ha señalado que la protec-
ción se activa con el conocimiento efectivo del empleador sobre la condición de salud del trabajador [8][14]. 

 
La celeridad procesal también ha sido reconocida como un elemento esencial en la tutela del derecho al trabajo 

de personas con discapacidad o enfermedades catastróficas [18]. La Sentencia Constitucional Nro. 1095-20-

EP/22 estableció que las dilaciones judiciales agravan la vulnerabilidad de este grupo al prolongar la incertidum-
bre laboral y económica, y exige a los empleadores justificar las desvinculaciones bajo criterios médicos [18]. La 

estabilidad laboral reforzada es una figura que se construye desde la Constitución, se consolida en la jurispru-
dencia y se aplica —con dificultades— en la práctica. Su reconocimiento es indiscutible, pero su efectividad si-

gue siendo un campo de batalla. 
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4. LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA COMO GARANTÍA DE PROTECCIÓN ESPECIAL 

4.1. Concepto y características 

La estabilidad laboral reforzada no es un concepto que se defina con facilidad, pero se reconoce cuando se aplica. 
Podría describirse como una protección jurídica especial que impide la terminación unilateral de la relación labo-

ral de ciertos trabajadores sin una justificación objetiva y, en algunos casos, sin autorización previa [19]. No es 
un privilegio, sino un derecho que busca compensar la vulnerabilidad de quienes, por razones de salud o disca-

pacidad, enfrentan barreras adicionales en el mercado laboral [20]. 

 
Tiene características que la distinguen de la estabilidad laboral ordinaria. La primera es que el despido no puede 

basarse en la condición de salud o discapacidad del trabajador. La segunda es que la terminación de la relación 
laboral debe estar justificada por una causa objetiva, como el incumplimiento grave de las obligaciones laborales 

o la imposibilidad real de mantener el puesto. La tercera es que, en algunos casos, se requiere autorización previa 
de la autoridad competente. La cuarta es que el despido sin justificación o sin autorización puede dar lugar al re-

integro y a una indemnización especial [21]. 

 
4.2. Fundamento de la protección reforzada 

El fundamento de la estabilidad laboral reforzada se encuentra en la necesidad de proteger a quienes están en una 
situación de especial vulnerabilidad [19]. La discapacidad o una enfermedad catastrófica no solo afectan la salud 

del trabajador; también limitan su capacidad para competir en el mercado laboral y para enfrentar un despido. En 

esas condiciones, la pérdida del empleo no es solo un problema económico; es una amenaza a la dignidad y a la 
subsistencia [20]. 

 
Este fundamento se apoya en varios principios constitucionales. El derecho al trabajo, la igualdad y no discrimi-

nación, la dignidad humana, la protección de grupos vulnerables y el derecho a la salud son los pilares sobre los 
que se construye la protección reforzada [21]. La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sido clara: la esta-

bilidad laboral reforzada no es una concesión graciosa, sino una exigencia del Estado social y democrático de de-

recho [22]. 
 

4.3. Sujetos protegidos 

Los sujetos protegidos por la estabilidad laboral reforzada no son todos iguales. La ley y la jurisprudencia han 

establecido categorías que, aunque comparten la vulnerabilidad, tienen diferencias en cuanto al alcance de la pro-

tección [19]. 
 

Las personas con discapacidad son el grupo más claramente protegido. La Ley Orgánica de Discapacidades esta-
blece disposiciones específicas para su protección laboral, incluyendo la prohibición de reducir puestos ocupados 

por personas con discapacidad y una indemnización especial en caso de despido intempestivo [19]. La discapa-
cidad, en este contexto, no es una categoría estática: puede ser física, sensorial, intelectual o psicosocial, y puede 

tener diferentes grados de afectación [19][20]. 

 
Las personas con enfermedades catastróficas, aunque no cuentan con una regulación tan detallada como la de las 

personas con discapacidad, han sido protegidas por la jurisprudencia. La sentencia No. 375-17-SEP-CC de la 
Corte Constitucional extendió la estabilidad laboral reforzada a este grupo, reconociendo que la enfermedad ca-

tastrófica genera una situación de vulnerabilidad comparable a la de la discapacidad [22]. El cáncer, el VIH-

SIDA y las enfermedades renales crónicas son algunos ejemplos que han llegado a los tribunales [22][23]. 
 

Los trabajadores con enfermedades graves, aunque no necesariamente catastróficas, también pueden ser sujetos 
de protección reforzada cuando la enfermedad afecta significativamente su capacidad para trabajar y genera una 

situación de vulnerabilidad [24]. La protección en estos casos suele estar vinculada al período de tratamiento y a 
la capacidad del trabajador para desempeñar sus funciones. 

 

Los trabajadores en tratamiento médico, finalmente, son un grupo que ha recibido atención jurisprudencial. La 
Corte Constitucional ha señalado que el despido durante un tratamiento médico puede ser discriminatorio si no 

existe una justificación objetiva, especialmente cuando el empleador conocía la condición de salud del trabajador 
[24][25]. La estabilidad laboral reforzada en estos casos no es absoluta, pero exige que el empleador justifique de 

manera rigurosa la terminación de la relación laboral [25]. 

 
4.4. Alcance de la estabilidad laboral reforzada 

Determinar el alcance de la estabilidad laboral reforzada no es una tarea sencilla. La ley no la define con preci-
sión, y la jurisprudencia ha ido construyendo su contenido caso por caso. Lo que sí está claro es que la protec-

ción no es absoluta, pero tampoco es simbólica. Se sitúa en un punto intermedio que exige un análisis cuidadoso 
de cada situación [26]. 
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La primera pregunta que surge es si la estabilidad reforzada implica una prohibición absoluta de despido. La res-

puesta es no. Ningún trabajador, por más vulnerable que sea, puede ser considerado inamovible en términos ab-
solutos. El derecho a la estabilidad no es un escudo contra cualquier decisión del empleador. Lo que la estabili-

dad reforzada exige es que el despido esté justificado por una causa real y seria, y que esa causa no tenga rela-
ción con la condición de salud o discapacidad del trabajador [26][27]. La prohibición no es de despido, sino de 

despido discriminatorio o arbitrario. 

 
La necesidad de autorización previa es otro aspecto que varía según el caso. En el sector público, la estabilidad 

reforzada de los trabajadores con discapacidad o enfermedades catastróficas puede requerir que el empleador ob-
tenga la autorización de la autoridad competente antes de proceder al despido. En el sector privado, la exigencia 

no es tan clara, aunque la jurisprudencia ha señalado que, en algunos casos, el despido sin autorización puede ser 
considerado nulo si se demuestra que la terminación fue discriminatoria [28][29]. 

 

La obligación de justificar la terminación es, quizás, el núcleo de la estabilidad laboral reforzada. El empleador 
no puede despedir a un trabajador protegido alegando causas vagas o genéricas. Debe demostrar que existe una 

causa objetiva, que esa causa es real y que no se trata de un pretexto para ocultar la discriminación [27]. La justi-
ficación debe ser proporcional: la medida adoptada debe ser adecuada para la finalidad que se persigue y no debe 

existir una alternativa menos lesiva para el trabajador [28]. 

 
El derecho al reintegro es una de las consecuencias del despido sin justificación. Si el empleador no logra de-

mostrar la existencia de una causa objetiva, el trabajador tiene derecho a ser reintegrado a su puesto de trabajo. 
El reintegro no es automático, pero es la regla general cuando se declara la ineficacia del despido [26][29]. La 

Corte Constitucional ha sido enfática en que el reintegro es la forma principal de reparación cuando se vulnera la 
estabilidad laboral reforzada, especialmente cuando la pérdida del empleo afecta la dignidad y la subsistencia del 

trabajador [28]. 

 
La indemnización es otra consecuencia jurídica del despido sin justificación. En el caso de las personas con dis-

capacidad, la Ley Orgánica de Discapacidades establece una indemnización especial que es independiente de la 
que corresponda por despido intempestivo [27]. En los casos de enfermedades catastróficas, la indemnización no 

está regulada con el mismo detalle, pero la jurisprudencia ha señalado que el trabajador tiene derecho a una repa-

ración integral que incluya el daño material y el daño moral [29]. 
 

4.5. Límites de la protección 

La estabilidad laboral reforzada no es una patente de corso. Tiene límites que deben ser respetados tanto por los 

trabajadores como por los empleadores. La protección no puede convertirse en un instrumento para el abuso o 
para la inmunidad. El trabajador protegido no está exento de cumplir con sus obligaciones, y el empleador no es-

tá obligado a mantener un puesto que ya no existe o que no puede ser ocupado por el trabajador [26][28]. 

 
El incumplimiento grave de las obligaciones laborales es uno de los límites más claros. Un trabajador que come-

te una falta grave, como el robo, la desobediencia reiterada o el abandono del puesto, puede ser despedido aun-
que tenga una discapacidad o una enfermedad catastrófica. La protección no ampara el incumplimiento, y el em-

pleador puede ejercer su poder disciplinario cuando existan causas reales que lo justifiquen [27][29]. 

 
Las causas objetivas también pueden limitar la protección. La necesidad de reestructuración, la reducción de per-

sonal por razones económicas o la desaparición del cargo son causas que pueden justificar el despido de un tra-
bajador protegido, siempre que se cumplan ciertas condiciones. El empleador debe demostrar que la causa es real 

y que el despido no es discriminatorio [28]. 
 

La imposibilidad real de mantener el puesto es otro límite importante. Si el trabajador, debido a su condición de 

salud o discapacidad, no puede desempeñar las funciones para las que fue contratado, y no existen ajustes razo-
nables que puedan facilitar su desempeño, el empleador puede terminar la relación laboral. Pero la carga de la 

prueba recae sobre el empleador: debe demostrar que intentó realizar los ajustes razonables y que, aun así, la im-
posibilidad persiste [26][27]. 

 

El cierre o desaparición del cargo es una causa que puede justificar el despido, pero no es automática. El em-
pleador debe demostrar que el cargo realmente desapareció y que no se trata de una simulación para encubrir un 

despido discriminatorio. La Corte Constitucional ha señalado que, en estos casos, el empleador debe acreditar 
que intentó la reubicación del trabajador en otro puesto de similar rango y función [28][29]. 
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El cumplimiento de los procedimientos legales es un límite que a veces se descuida. El despido de un trabajador 

protegido debe ajustarse a los procedimientos establecidos en la ley y en los convenios colectivos. La omisión de 

un requisito procedimental puede convertir un despido justificado en un despido arbitrario, con las consecuencias 
que ello conlleva [27]. 

 
En definitiva, la estabilidad laboral reforzada no es un cheque en blanco. Es una protección que exige un equili-

brio entre los derechos del trabajador y las facultades del empleador. Un equilibrio que no siempre es fácil de al-

canzar, pero que es indispensable para que la protección sea efectiva sin convertirse en un obstáculo para la ges-
tión empresarial [26][29]. 

 
5. ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL 

5.1. Criterios jurisprudenciales sobre discapacidad 

La Corte Constitucional ha construido, a través de sus sentencias, un cuerpo de doctrina que define quiénes son 

los sujetos protegidos por la estabilidad laboral reforzada, en qué condiciones se activa la protección y qué debe 

probar el trabajador para acceder a ella [33][34]. 
 

El primer criterio relevante es la definición de quién se considera persona protegida. La Corte ha señalado que la 
protección no se limita a las personas con certificado de discapacidad, sino que se extiende a quienes, por su 

condición de salud, se encuentran en una situación de vulnerabilidad comparable [33]. En la sentencia No. 2091-

21-EP/24, la Corte protegió a un exintegrante de la Fuerza Aérea que había sufrido un accidente de tránsito que 
le generó una discapacidad física del 54% [33][34]. El criterio no fue el porcentaje de discapacidad, sino la si-

tuación de vulnerabilidad y la falta de reubicación por parte del empleador [33]. 
 

La protección se activa cuando el empleador conoce la condición del trabajador y, a pesar de ello, no realiza los 
ajustes necesarios para garantizar su permanencia en el empleo [34][35]. La Corte ha establecido que la desvin-

culación de una persona con discapacidad debe adoptarse sobre la base de informes médicos actualizados y no en 

presunciones [34][35]. La sentencia No. 2091-21-EP/24 fue enfática: la Fuerza Aérea Ecuatoriana no realizó ges-
tiones para reubicar al accionante ni lo indemnizó tras su baja, incumpliendo la Ley Orgánica de Discapacidades 

[33][34]. 
 

Lo que debe probar el trabajador es, en primer lugar, su condición de discapacidad o enfermedad catastrófica, 

acreditada mediante certificado médico o informe técnico. En segundo lugar, debe demostrar que el empleador 
conocía esa condición y que, a pesar de ello, procedió al despido sin justificación objetiva [35]. La Corte ha se-

ñalado que la protección se activa con el conocimiento efectivo del empleador, no con la mera sospecha [34]. 
 

5.2. Jurisprudencia sobre enfermedades catastróficas 

La Corte Constitucional ha sido pionera en la extensión de la estabilidad laboral reforzada a las personas con en-

fermedades catastróficas. La sentencia No. 375-17-SEP-CC, emitida en 2017, estableció que las personas con 

enfermedades catastróficas también tienen derecho a la estabilidad laboral reforzada [36]. El razonamiento fue 
que la enfermedad catastrófica genera una situación de vulnerabilidad comparable a la de la discapacidad [36]. 

 
El diagnóstico es el punto de partida. La enfermedad debe ser catastrófica o grave, y debe estar debidamente 

acreditada por un informe médico. El conocimiento del empleador sobre el diagnóstico y la condición del traba-

jador es un requisito indispensable para que se active la protección [36][37]. 
 

El tratamiento médico también es relevante. La Corte ha señalado que el despido durante un tratamiento médico 
puede ser discriminatorio si no existe una justificación objetiva [37]. La sentencia No. 1095-20-EP/22 estableció 

que las dilaciones judiciales agravan la vulnerabilidad de este grupo al prolongar la incertidumbre laboral y eco-
nómica, y exige a los empleadores justificar las desvinculaciones bajo criterios médicos [37][38]. 

 

La relación entre enfermedad y terminación laboral debe ser analizada con cuidado. Si el despido se produce po-
co después de que el empleador haya conocido la enfermedad, hay indicios de discriminación. Si el despido se 

produce por causas objetivas, como el incumplimiento grave de las obligaciones, la protección no se activa [36]. 
 

5.3. Carga de la prueba 

La carga de la prueba es uno de los aspectos más complejos de la estabilidad laboral reforzada. La Corte Consti-
tucional ha establecido reglas claras que distribuyen la carga entre el trabajador y el empleador [39]. 

 
El trabajador debe probar su condición de discapacidad o enfermedad catastrófica. También debe demostrar que 

el empleador conocía esa condición y que el despido se produjo en ese contexto. Sin embargo, la Corte ha seña-
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lado que no se requiere haber notificado previamente al empleador sobre la condición de discapacidad, ni califi-

carse como trabajador sustituto, para acceder a la indemnización por estabilidad laboral [34][39]. 

 
El empleador, por su parte, debe demostrar que el despido tuvo una causa objetiva que no está relacionada con la 

condición de salud del trabajador. La Corte ha sido enfática: el empleador debe acreditar que intentó la reubica-
ción del trabajador en un puesto de similar rango y función antes de proceder al despido [33][34]. La Resolución 

No. 01-2025 de la Corte Nacional de Justicia unificó criterios al establecer que, para acceder a la indemnización 

por estabilidad laboral, no se requiere haber notificado previamente al empleador sobre la condición de discapa-
cidad [34][39]. 

 
La existencia de discriminación se presume cuando el despido se produce sin una justificación objetiva. El em-

pleador debe desvirtuar esa presunción demostrando que el despido se basó en causas reales y serias, no en la 
condición de salud del trabajador [33][39]. La existencia de una causa objetiva, como la necesidad de reestructu-

ración o la desaparición del cargo, debe ser demostrada por el empleador de manera fehaciente [34]. 

 
5.4. Consecuencias jurídicas del despido 

Cuando el despido de un trabajador con discapacidad o enfermedad catastrófica se produce sin una justificación 
objetiva, el ordenamiento jurídico prevé una serie de consecuencias que van desde la nulidad hasta la reparación 

integral del daño causado [41][42]. No son consecuencias automáticas; dependen del análisis del caso concreto y 

de la existencia de elementos que demuestren la vulneración de la estabilidad laboral reforzada [43]. 
 

La nulidad es la primera y más grave consecuencia. Cuando el despido se basa en una causa discriminatoria —
como la discapacidad o la enfermedad del trabajador— el acto de terminación es nulo de pleno derecho. La nuli-

dad implica que el despido no produce efectos jurídicos y que el trabajador debe ser restituido a su puesto de tra-
bajo, como si la relación laboral nunca se hubiera interrumpido [42][43]. La Corte Constitucional ha señalado 

que la nulidad procede cuando el empleador no logra demostrar la existencia de una causa objetiva que justifique 

la terminación de la relación laboral [44]. 
 

La ineficacia es una consecuencia similar a la nulidad, pero con matices. Se aplica cuando el despido, aunque no 
es discriminatorio, se produce sin el cumplimiento de los requisitos procedimentales exigidos por la ley o por la 

jurisprudencia [41][45]. Por ejemplo, si el empleador despide a una persona con discapacidad sin haber intentado 

primero su reubicación en otro puesto de similar rango y función, el despido es ineficaz [43]. La ineficacia, al 
igual que la nulidad, da lugar al reintegro del trabajador [45]. 

 
El reintegro es la consecuencia más directa de la nulidad o la ineficacia del despido. El trabajador tiene derecho a 

ser restituido a su puesto de trabajo, en las mismas condiciones que antes del despido, y a recibir el pago de las 
remuneraciones y beneficios dejados de percibir durante el período de separación [42][44]. La Corte Constitu-

cional ha sido enfática en que el reintegro es la forma principal de reparación cuando se vulnera la estabilidad la-

boral reforzada, especialmente cuando la pérdida del empleo afecta la dignidad y la subsistencia del trabajador 
[44]. 

 
La indemnización es la segunda consecuencia, que puede ser acumulable al reintegro o alternativa a él. En el ca-

so de las personas con discapacidad, la Ley Orgánica de Discapacidades establece una indemnización especial 

que es independiente de la que corresponda por despido intempestivo [42]. La Resolución No. 01-2025 de la 
Corte Nacional de Justicia ha precisado que, para acceder a esta indemnización, no se requiere haber notificado 

previamente al empleador sobre la condición de discapacidad, ni calificarse como trabajador sustituto [43]. En el 
caso de enfermedades catastróficas, la indemnización no está regulada con el mismo detalle, pero la jurispruden-

cia ha señalado que el trabajador tiene derecho a una reparación integral que incluya el daño material y el daño 
moral [44][45]. 

 

La reparación integral es la consecuencia más amplia. No se limita a la indemnización económica, sino que in-
cluye medidas de restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición [44]. En los casos de despi-

do discriminatorio, la reparación integral puede incluir la publicación de la sentencia, la disculpa pública del em-
pleador y la adopción de medidas para evitar futuras discriminaciones [41]. 

 

5.5. Tendencias jurisprudenciales 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha evolucionado de manera significativa en los últimos años. No ha 

sido un camino lineal, sino que ha experimentado cambios, contradicciones y ajustes que reflejan la complejidad 
del tema [46]. 
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Una de las tendencias más relevantes es la ampliación del círculo de sujetos protegidos. Inicialmente, la estabili-

dad laboral reforzada se aplicaba a las personas con discapacidad. Luego, la Corte extendió la protección a las 

personas con enfermedades catastróficas [36]. Más recientemente, la sentencia No. 2126-19-EP/24 ha abierto la 
puerta a la protección de los trabajadores sustitutos de personas con discapacidad, señalando que la estabilidad 

laboral reforzada no es solo un derecho de quien tiene la discapacidad, sino también de quienes, en el ámbito la-
boral, desempeñan funciones en apoyo de personas en situación de vulnerabilidad [45]. 

 

Otra tendencia es el fortalecimiento de la carga probatoria del empleador. La Corte ha ido exigiendo cada vez 
más requisitos para que el empleador pueda justificar el despido de un trabajador protegido [44][46]. La Resolu-

ción No. 01-2025 de la Corte Nacional de Justicia es un ejemplo de esta tendencia: al establecer que no se re-
quiere notificación previa al empleador sobre la condición de discapacidad para acceder a la indemnización, la 

Corte ha ampliado el ámbito de protección y ha reducido los requisitos formales que antes limitaban el acceso a 
la justicia [43][46]. 

 

Las contradicciones también han sido parte de la evolución jurisprudencial. En algunos casos, la Corte ha sido 
más restrictiva y ha exigido requisitos que en otros casos ha flexibilizado. Por ejemplo, la exigencia de notifica-

ción previa al empleador ha sido un punto de fricción. La sentencia No. 2091-21-EP/24 estableció que la protec-
ción se activa con el conocimiento efectivo del empleador, no con la notificación formal [33][44]. La Resolución 

No. 01-2025, por su parte, eliminó el requisito de calificación como trabajador sustituto para acceder a la indem-

nización [43]. La sentencia No. 2126-19-EP/24 ha confirmado que la reubicación es una obligación del emplea-
dor cuando exista un puesto de similar rango y función [45]. 

 
La evolución de la protección ha sido, en general, progresiva. La Corte ha ido ampliando el ámbito de la estabi-

lidad laboral reforzada, flexibilizando los requisitos de acceso y fortaleciendo la carga probatoria del empleador 
[46]. Sin embargo, persisten desafíos: la falta de uniformidad en algunos criterios, la lentitud de los procesos ju-

diciales y la resistencia de algunos empleadores a cumplir con las sentencias son problemas que aún no se han 

resuelto completamente [41][44][46]. 
 

6. APLICACIÓN PRÁCTICA DE LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA 

6.1. Problemas en la identificación de los trabajadores protegidos 

La teoría jurídica es clara: los trabajadores con discapacidad o enfermedades catastróficas tienen derecho a una 

protección reforzada. El problema es que, en la práctica, determinar quién está protegido y quién no es una tarea 
que genera más preguntas que respuestas. No siempre resulta sencillo establecer cuándo una condición de salud 

califica como discapacidad, cuándo una enfermedad genera protección reforzada y qué nivel de afectación debe 
existir para que la protección se active. 

 
El primer problema es la definición de discapacidad. La Ley Orgánica de Discapacidades la define como una 

condición de salud que, al interactuar con barreras del entorno, puede impedir la participación plena y efectiva en 

la sociedad. Pero esa definición, aunque correcta en términos generales, es difícil de aplicar en casos concretos. 
¿Qué significa "participación plena y efectiva"? ¿Qué tipo de barreras son relevantes? ¿Cómo se mide el nivel de 

afectación? La vaguedad de la definición genera incertidumbre tanto para los trabajadores como para los em-
pleadores. 

 

El certificado de discapacidad, emitido por el Ministerio de Salud Pública o por el ex CONADIS, es el documen-
to que acredita la condición. Pero el certificado no siempre está disponible. Algunos trabajadores no han tramita-

do el certificado porque desconocen su derecho, porque el proceso es engorroso o porque no tienen acceso a los 
servicios de salud necesarios para obtenerlo. Sin certificado, no hay protección reforzada. La ley es clara en ese 

punto: la protección se activa con el certificado, no con la mera condición de salud. 
 

El segundo problema es la identificación de las enfermedades catastróficas. No existe una lista oficial de enfer-

medades catastróficas en Ecuador. La jurisprudencia se ha referido a ellas como aquellas que son de alta comple-
jidad, que requieren tratamientos prolongados y costosos, y que generan un alto grado de dependencia. El cáncer, 

el VIH-SIDA, las enfermedades renales crónicas y las enfermedades neurodegenerativas son algunos ejemplos. 
Pero la lista no es exhaustiva, y en la práctica surgen dudas sobre si una determinada enfermedad califica o no 

como catastrófica. 

 
El tercer problema es el nivel de afectación. No toda discapacidad genera la misma protección. Una discapacidad 

leve puede no justificar la activación de la estabilidad laboral reforzada, mientras que una discapacidad severa sí 
lo hace. El problema es que la ley no establece una gradación clara. En la práctica, los tribunales han tenido que 

determinar caso por caso si la discapacidad o la enfermedad del trabajador es lo suficientemente grave como para 
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merecer la protección reforzada. Esta casuística genera inseguridad jurídica y hace que la protección dependa, en 

gran medida, de la interpretación del juez de turno. 

 
6.2. Dificultades probatorias 

La protección jurídica es tan fuerte como la capacidad del trabajador para demostrar que tiene derecho a ella. Y 
en el ámbito de la estabilidad laboral reforzada, la carga de la prueba es uno de los obstáculos más difíciles de 

superar. El trabajador debe demostrar su diagnóstico, el conocimiento del empleador sobre su condición, la rela-

ción entre la enfermedad y el despido, y la existencia de discriminación. Cada uno de estos elementos plantea di-
ficultades propias. 

 
El diagnóstico es el primer obstáculo. El trabajador debe presentar pruebas médicas que acrediten su condición 

de salud. Pero no siempre es fácil obtener los informes médicos necesarios, especialmente en el sistema público 
de salud, donde las citas pueden tardar meses y los informes pueden ser genéricos o incompletos. Además, el 

diagnóstico por sí solo no es suficiente; el trabajador debe demostrar que su condición de salud le genera una si-

tuación de vulnerabilidad que justifica la protección reforzada. 
 

El conocimiento del empleador es el segundo obstáculo. La protección se activa cuando el empleador conoce la 
condición del trabajador. Si el empleador desconoce la discapacidad o la enfermedad, no puede ser responsable 

de violar una protección de la que no tenía noticia. Pero, ¿qué significa "conocimiento"? ¿Basta con que el traba-

jador haya mencionado su condición en una conversación informal? ¿O se requiere una notificación formal por 
escrito? La jurisprudencia ha señalado que el conocimiento puede ser tácito, pero en la práctica, los empleadores 

suelen alegar que no tenían conocimiento de la condición del trabajador, y la carga de la prueba recae sobre el 
trabajador. 

 
La relación entre la enfermedad y el despido es el tercer obstáculo. El trabajador debe demostrar que el despido 

está relacionado con su condición de salud y no con una causa objetiva. Pero la relación no siempre es evidente. 

El despido puede producirse meses después del diagnóstico, y el empleador puede alegar que la terminación se 
debió a otras razones: bajo rendimiento, incumplimiento, reestructuración. Demostrar que el despido fue discri-

minatorio exige al trabajador una capacidad probatoria que no siempre tiene. 
 

La discriminación es el cuarto obstáculo. La discriminación no siempre es explícita. Rara vez un empleador dice 

"te despido porque tienes cáncer" o "porque tienes una discapacidad". La discriminación suele ser sutil, encubier-
ta, difícil de probar. Se manifiesta en la forma en que se trata al trabajador, en la falta de ajustes razonables, en la 

omisión de considerar su situación. Demostrar que hubo discriminación exige al trabajador una capacidad proba-
toria que no siempre tiene, y los tribunales suelen ser exigentes en la valoración de la prueba. 

 
En conjunto, las dificultades probatorias convierten a la estabilidad laboral reforzada en un derecho que, aunque 

existe en el papel, no siempre es efectivo en la práctica. El trabajador que ha sido despedido de manera discrimi-

natoria no solo enfrenta la pérdida de su empleo; enfrenta también la dificultad de demostrar que el despido fue 
injusto. Y esa dificultad, en muchos casos, termina siendo insuperable. 

 
6.3. Despido y terminación de la relación laboral 

El despido de un trabajador con discapacidad o enfermedad catastrófica es el escenario donde la teoría jurídica y 

la práctica chocan con mayor intensidad. La ley exige una justificación objetiva, pero el empleador tiene sus 
propias razones, y no siempre coinciden con lo que la ley considera válido. El resultado es un campo de conflicto 

donde las palabras "bajo rendimiento", "incumplimiento", "reestructuración", "causas económicas" y "termina-
ción del contrato" se convierten en el campo de batalla donde se decide si la protección funcionó o no. 

 
El bajo rendimiento es una de las causas más utilizadas por los empleadores para justificar el despido de un tra-

bajador. El argumento es simple: el trabajador no está cumpliendo con las expectativas del puesto. El problema 

es que el bajo rendimiento puede estar directamente relacionado con la condición de salud del trabajador, y en 
esos casos, el despido puede ser discriminatorio. Si el trabajador tiene una enfermedad que afecta su capacidad 

para desempeñar sus funciones, el empleador no puede simplemente despedirlo alegando bajo rendimiento. Debe 
considerar si los ajustes razonables podrían resolver el problema. La discapacidad o enfermedad no es una excu-

sa para el bajo rendimiento, pero tampoco es una razón para despedir sin más. El empleador debe demostrar que 

el bajo rendimiento es real, que no está relacionado con la condición de salud, y que no existen medidas que 
puedan mitigarlo. La carga de la prueba recae sobre él, y no siempre es fácil de cumplir. 

 
El incumplimiento de las obligaciones laborales es otra causa que los empleadores suelen alegar. Un trabajador 

que no cumple con sus tareas, que falta reiteradamente al trabajo o que desobedece instrucciones puede ser des-
pedido, incluso si tiene una discapacidad o una enfermedad catastrófica. Pero la ley exige que el incumplimiento 
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sea grave y reiterado, y que el empleador haya seguido los procedimientos disciplinarios establecidos. Si el em-

pleador despide a un trabajador protegido por una falta menor, sin haberle dado oportunidad de corregir su con-

ducta, el despido puede ser considerado arbitrario. El incumplimiento no es un cheque en blanco que permita al 
empleador despedir a cualquier trabajador con una condición de salud. Debe ser proporcional y estar debidamen-

te justificado. 
 

La reestructuración es una causa que genera tensiones particulares. Cuando una empresa se reestructura, algunos 

puestos desaparecen, y otros se transforman. El empleador puede alegar que el puesto del trabajador ya no existe 
y que, por tanto, la relación laboral debe terminar. Pero el trabajador protegido tiene derecho a que se considere 

su reubicación en otro puesto de similar rango y función. El empleador debe demostrar que intentó reubicarlo y 
que no fue posible. Si no lo hace, el despido puede ser considerado ineficaz. La reestructuración no es una excu-

sa para deshacerse de los trabajadores con discapacidad o enfermedades graves. Es una causa objetiva, pero su 
aplicación debe ser cuidadosa y respetuosa de los derechos del trabajador. 

 

Las causas económicas son otro terreno resbaladizo. La empresa puede alegar que atraviesa dificultades econó-
micas y que necesita reducir personal. El trabajador protegido no es inmune a las crisis económicas, pero tampo-

co puede ser el primero en la lista de despidos. La ley exige que el despido por causas económicas sea real y que 
el empleador demuestre que no existe otra alternativa menos lesiva para el trabajador. En la práctica, los emplea-

dores suelen presentar informes financieros para justificar el despido, pero los tribunales son exigentes en la eva-

luación de esa prueba. Si el despido se produce en un contexto de estabilidad económica, la causa económica 
puede ser cuestionada. 

 
La terminación del contrato por cumplimiento de plazo es una causa que, en principio, parece objetiva. Si el con-

trato era por tiempo determinado y ha llegado a su fin, no hay despido, sino terminación natural de la relación 
laboral. Pero el trabajador protegido puede alegar que la no renovación del contrato fue discriminatoria, espe-

cialmente si la empresa sigue contratando a otras personas para el mismo puesto. La jurisprudencia ha señalado 

que la terminación del contrato no es automática y que el empleador debe justificar la decisión de no renovar 
cuando el trabajador está protegido por la estabilidad laboral reforzada. 

 
6.4. Reintegro laboral 

El reintegro laboral es la consecuencia más directa de un despido declarado nulo o ineficaz. El trabajador tiene 

derecho a ser restituido a su puesto de trabajo, en las mismas condiciones que antes del despido, y a recibir el 
pago de las remuneraciones dejadas de percibir durante el período de separación. Pero el reintegro no es siempre 

sencillo, y su procedencia, condiciones y efectos generan debates que van más allá de lo jurídico. 
 

La procedencia del reintegro no es automática. La sentencia que declara la nulidad o la ineficacia del despido 
puede ordenar el reintegro, pero la ejecución de esa orden depende de la voluntad del empleador y de la capaci-

dad del sistema judicial para hacerla cumplir. En muchos casos, el empleador se resiste al reintegro, alegando 

que el puesto ya no existe, que ha sido ocupado por otra persona o que la relación laboral se ha vuelto inviable. 
Los tribunales deben decidir si el reintegro es posible o si, en su defecto, procede una indemnización sustitutiva. 

 
Las condiciones del reintegro también son objeto de discusión. El trabajador debe ser reintegrado en las mismas 

condiciones que antes del despido, pero ¿qué significa eso? Si el puesto ha sido modificado, si la empresa ha 

cambiado su estructura o si el trabajador ha perdido antigüedad, el reintegro puede no ser pleno. El empleador 
debe garantizar que el trabajador recupere no solo el puesto, sino también los beneficios y derechos que tenía an-

tes del despido. La Corte Constitucional ha señalado que el reintegro debe ser real y efectivo, y que el empleador 
no puede crear condiciones que hagan inviable la continuidad de la relación laboral. 

 
La continuidad de la relación laboral es uno de los aspectos más delicados. Si el trabajador ha estado separado 

del puesto durante meses o años, la relación puede haberse deteriorado. El ambiente laboral puede ser hostil, y el 

trabajador puede sentirse incómodo o inseguro. La ley no aborda este problema de manera explícita, pero la ju-
risprudencia ha señalado que el reintegro no puede ser una fuente de sufrimiento adicional para el trabajador. Si 

el empleador no garantiza un ambiente de trabajo respetuoso, el reintegro puede ser ineficaz. 
 

La adaptación del puesto es otro aspecto que a menudo se pasa por alto. El trabajador que regresa a su puesto 

puede necesitar ajustes razonables para desempeñar sus funciones, especialmente si su condición de salud ha 
empeorado durante el período de separación. El empleador tiene la obligación de realizar esos ajustes, pero no 

siempre está dispuesto a hacerlo. La falta de adaptación del puesto puede convertir el reintegro en una experien-
cia frustrante y llevar al trabajador a renunciar. La ley exige que el empleador realice los ajustes razonables, pero 

la exigencia no siempre se cumple en la práctica. 
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En definitiva, el reintegro laboral es una de las figuras más complejas de la estabilidad laboral reforzada. No es 

solo una cuestión jurídica; es también una cuestión práctica y emocional. El trabajador que regresa a su puesto 

no solo recupera su empleo, sino que también recupera su dignidad y su lugar en la sociedad. Pero para que eso 
ocurra, el sistema judicial debe ser eficaz, el empleador debe ser receptivo y el trabajador debe estar dispuesto a 

continuar. Cuando alguno de estos elementos falla, el reintegro se convierte en una ficción, y la protección que la 
ley promete se desvanece en el camino. 

 

6.5. Tensiones entre protección del trabajador y facultades del empleador 

La estabilidad laboral reforzada no existe en el vacío. Se inserta en un espacio de tensiones donde los derechos 

del trabajador y las facultades del empleador se enfrentan, se solapan y, a veces, se anulan mutuamente. No es 
una relación de suma cero —lo que gana uno no necesariamente lo pierde el otro— pero el equilibrio es frágil, y 

cada caso concreto pone a prueba los límites de ambos lados. 
 

La estabilidad es, sin duda, el derecho que está en el centro de la protección. El trabajador con discapacidad o en-

fermedad catastrófica no puede ser despedido sin una justificación objetiva. No es un capricho; es una exigencia 
de la Constitución y de los tratados internacionales. Pero la estabilidad no es inamovilidad. El trabajador prote-

gido no tiene un derecho absoluto a permanecer en su puesto pase lo que pase. Si incumple gravemente sus obli-
gaciones, si la empresa cierra o si el puesto desaparece, la estabilidad puede ceder. El problema es que la línea 

entre lo que es justificable y lo que no lo es es difusa, y los empleadores a veces la cruzan sin darse cuenta —o 

sin querer darse cuenta. 
 

La libertad de empresa es el derecho que los empleadores invocan con mayor frecuencia. El artículo 66 de la 
Constitución reconoce el derecho a desarrollar actividades económicas, en forma individual o colectiva, confor-

me a los principios de solidaridad, responsabilidad social y ambiental. La libertad de empresa incluye la facultad 
de organizar la producción, de contratar y despedir trabajadores, y de tomar decisiones que afectan la estructura 

de la empresa. Pero la libertad de empresa no es absoluta. Tiene límites, y uno de ellos es la estabilidad laboral 

reforzada. La organización empresarial no puede ser un pretexto para la discriminación. 
 

La organización empresarial es el espacio donde el empleador ejerce su poder. Decide cómo se distribuyen las 
tareas, cómo se asignan los recursos y cómo se estructuran los equipos. En ese marco, el empleador puede consi-

derar que un trabajador con discapacidad o enfermedad no encaja en la nueva organización. Pero la ley exige que 

el empleador agote todas las opciones antes de tomar una decisión que afecte al trabajador protegido. La reubica-
ción, los ajustes razonables y la adaptación del puesto son obligaciones que el empleador no puede eludir ale-

gando razones organizativas. La organización empresarial no es una excusa para la discriminación. 
 

El poder disciplinario es otra de las facultades del empleador que entra en tensión con la estabilidad laboral re-
forzada. El empleador puede sancionar a los trabajadores que incumplen sus obligaciones. Pero las sanciones de-

ben ser proporcionales y respetuosas de los derechos del trabajador. Un trabajador con discapacidad o enferme-

dad catastrófica puede ser sancionado si comete una falta grave, pero la sanción no puede ser más severa de lo 
que sería para un trabajador sin discapacidad. El poder disciplinario no es un cheque en blanco, y su ejercicio 

debe estar justificado y ser razonable. 
 

La protección de derechos fundamentales es el límite último a las facultades del empleador. La estabilidad labo-

ral reforzada no es solo un derecho laboral; es también un derecho humano. La Constitución y los tratados inter-
nacionales reconocen que los trabajadores con discapacidad o enfermedades graves tienen derecho a una protec-

ción especial. El empleador que despide a un trabajador protegido sin justificación objetiva no solo está violando 
la ley laboral; está violando la Constitución y los derechos humanos. La protección de derechos fundamentales 

no es una opción para el empleador; es una obligación. 
 

El equilibrio entre todos estos elementos es difícil. Los tribunales tienen que decidir caso por caso, y cada deci-

sión refleja una ponderación entre la estabilidad del trabajador y la libertad del empleador. En algunos casos, la 
balanza se inclina hacia el trabajador; en otros, hacia el empleador. Pero la tendencia jurisprudencial ha sido am-

pliar la protección, no restringirla. La Corte Constitucional ha señalado que la estabilidad laboral reforzada no es 
una excepción, sino una regla, y que el empleador que quiera desvincular a un trabajador protegido debe justifi-

car su decisión de manera rigurosa. 

 
El problema es que este equilibrio, en la práctica, a menudo se rompe. Los empleadores no siempre están dis-

puestos a realizar los ajustes razonables, y los trabajadores no siempre tienen acceso a la justicia. La brecha entre 
la teoría y la práctica es amplia, y mientras no se cierre, las tensiones seguirán siendo el pan de cada día en las 

relaciones laborales. La estabilidad laboral reforzada es una conquista jurídica importante, pero su efectividad 
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depende de que los empleadores la respeten y de que los trabajadores puedan hacerla valer. Cuando eso no ocu-

rre, el equilibrio se convierte en un desequilibrio, y la protección, en una ficción. 

 
7. DISCUSIÓN 

7.1. Coherencia entre el marco normativo y la jurisprudencia 
El primer problema que se plantea al analizar la estabilidad laboral reforzada es la coherencia entre lo que la ley 

dice y lo que los tribunales hacen. El marco normativo es amplio y protector: la Constitución reconoce derechos 

fundamentales, la Ley Orgánica de Discapacidades establece obligaciones concretas para los empleadores, y los 
tratados internacionales fijan estándares mínimos de protección. Pero la jurisprudencia, aunque ha avanzado en 

la dirección correcta, a veces interpreta las normas de manera restrictiva, y otras veces las amplía más allá de lo 
que el legislador previó. 

 
La Corte Constitucional ha sido, en general, progresista. Ha extendido la protección a grupos que no estaban ex-

presamente mencionados en la ley, como las personas con enfermedades catastróficas o los trabajadores sustitu-

tos de personas con discapacidad. Ha flexibilizado los requisitos de acceso a la protección, eliminando la exigen-
cia de notificación previa al empleador y de calificación como trabajador sustituto. Y ha fortalecido la carga pro-

batoria del empleador, exigiendo que justifique de manera rigurosa el despido de un trabajador protegido. 
 

Pero también hay decisiones que parecen contradictorias. En algunos casos, la Corte ha sido muy exigente con el 

trabajador, requiriendo pruebas que en la práctica son difíciles de obtener. En otros, ha sido indulgente con el 
empleador, aceptando justificaciones que, a simple vista, parecen débiles. Esta falta de uniformidad genera inse-

guridad jurídica. El trabajador no sabe con certeza si su caso será protegido, y el empleador no sabe con certeza 
si su decisión será validada. 

 
La coherencia entre el marco normativo y la jurisprudencia no es perfecta. La ley establece principios generales; 

la jurisprudencia los aplica a casos concretos. Pero la aplicación no es mecánica. Hay un espacio de interpreta-

ción que los tribunales llenan con su criterio, y ese espacio es el que genera la inconsistencia. La pregunta no es 
si la jurisprudencia interpreta adecuadamente las normas, sino si lo hace de manera consistente. Y la respuesta, 

por ahora, es que no siempre. 
 

7.2. Diferencias entre la protección normativa y la aplicación práctica 

La brecha entre la protección normativa y la aplicación práctica es quizás el problema más grave. La ley recono-
ce derechos, pero la realidad muestra que esos derechos no siempre se cumplen. El trabajador con discapacidad o 

enfermedad catastrófica puede tener razón en el papel, pero en la práctica, el despido se produce, el empleador 
alega causas objetivas, y el trabajador se queda sin empleo y sin protección. 

 
La brecha tiene múltiples causas. La primera es el acceso a la justicia. Los trabajadores protegidos no siempre 

pueden acudir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Los procesos judiciales son largos, costosos y emo-

cionalmente desgastantes. Muchos trabajadores desisten antes de llegar a una sentencia definitiva. Y cuando lle-
gan, la ejecución de la sentencia puede ser tan difícil como el proceso mismo. 

 
La segunda causa es la resistencia del empleador. La estabilidad laboral reforzada no es bienvenida por todos los 

empleadores. Algunos la ven como una interferencia en su libertad de empresa, como una carga adicional que no 

deberían tener que soportar. Otros simplemente desconocen sus obligaciones o las interpretan de manera restric-
tiva. El resultado es que el despido se produce, y la protección se activa después, cuando ya es demasiado tarde. 

 
La tercera causa es la falta de mecanismos efectivos de control. La ley establece obligaciones, pero no hay una 

autoridad que las supervise de manera sistemática. El trabajador tiene que denunciar el incumplimiento, y la de-
nuncia, por sí sola, no garantiza que el incumplimiento se corrija. La protección normativa se convierte en una 

promesa que el Estado no siempre cumple. 

 
La brecha no es teórica; es real y tiene consecuencias. Los trabajadores con discapacidad o enfermedades catas-

tróficas siguen siendo despedidos sin justificación objetiva. Los empleadores siguen alegando causas que no 
siempre son ciertas. Y el sistema judicial, aunque ha avanzado, sigue siendo insuficiente para garantizar la pro-

tección que la ley promete. 

 
7.3. Eficacia de la estabilidad laboral reforzada 

La eficacia de la estabilidad laboral reforzada es el criterio último para evaluar la protección. ¿Los mecanismos 
existentes realmente protegen al trabajador? La respuesta no es sencilla, y depende de cómo se mida la eficacia. 
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Si se mide por el número de sentencias favorables al trabajador, la eficacia es alta. La Corte Constitucional ha 

emitido varias sentencias que protegen a los trabajadores con discapacidad o enfermedades catastróficas. La ten-

dencia es favorable, y cada vez hay más trabajadores que recurren a la justicia para hacer valer sus derechos. 
 

Si se mide por el número de casos que llegan a los tribunales, la eficacia es baja. Muchos trabajadores protegidos 
no acuden a la justicia. No saben que tienen derechos, no tienen recursos para contratar un abogado, o simple-

mente se resignan a su situación. La estabilidad laboral reforzada es un derecho que existe, pero no siempre se 

ejerce. 
 

Si se mide por el cumplimiento de las sentencias, la eficacia es aún menor. Las sentencias que ordenan el reinte-
gro no siempre se cumplen. El empleador se resiste, el trabajador se desanima, y el proceso se dilata. La protec-

ción existe en el papel, pero en la práctica, su efectividad es limitada. 
 

Si se mide por el impacto en la vida de los trabajadores, la eficacia es desigual. Para algunos, la estabilidad labo-

ral reforzada ha sido un salvavidas. Han podido conservar su empleo, su dignidad y su sustento. Para otros, ha 
sido una ilusión. Han sido despedidos, han recurrido a la justicia y han perdido. La protección no es uniforme; 

depende de la capacidad del trabajador para hacerla valer. 
 

La eficacia de la estabilidad laboral reforzada es un problema abierto. La protección jurídica existe, pero su efec-

tividad depende de múltiples factores que van más allá de la ley. El acceso a la justicia, la resistencia del em-
pleador y la capacidad del sistema judicial para hacer cumplir las sentencias son variables que determinan si la 

protección funciona o no. Y mientras esas variables no se aborden, la estabilidad laboral reforzada seguirá siendo 
una promesa que no siempre se cumple. No porque la ley sea mala, sino porque su aplicación es imperfecta. Y la 

imperfección, en este caso, tiene consecuencias muy reales para los trabajadores más vulnerables. 
 

7.4. Problemas de seguridad jurídica 

La seguridad jurídica es uno de esos conceptos que todos invocan pero pocos definen con precisión. En el ámbito 
de la estabilidad laboral reforzada, la seguridad jurídica significa que los trabajadores y los empleadores puedan 

predecir, con un grado razonable de certeza, cuáles son sus derechos y obligaciones. Pero esa predictibilidad es 
precisamente lo que falta. La estabilidad laboral reforzada es un campo donde la incertidumbre es la regla, no la 

excepción. 

 
El primer problema es la existencia de criterios contradictorios. La Corte Constitucional ha emitido sentencias 

que, en casos aparentemente similares, llegan a conclusiones diferentes. En algunos casos, la protección se ha 
extendido a trabajadores que no tenían certificado de discapacidad; en otros, se ha negado la protección precisa-

mente por la ausencia del certificado. En algunos casos, el conocimiento del empleador se ha presumido; en 
otros, se ha exigido una notificación formal. La contradicción no es solo teórica; tiene efectos prácticos. El traba-

jador que lee una sentencia favorable no puede estar seguro de que la misma lógica se aplicará a su caso. Y el 

empleador que sigue una decisión judicial no puede estar seguro de que esa decisión se mantendrá en el futuro. 
 

La falta de claridad normativa agrava el problema. La Ley Orgánica de Discapacidades establece obligaciones 
generales, pero no define con precisión conceptos clave como "estabilidad laboral reforzada", "ajustes razona-

bles" o "reubicación". La ley tampoco establece un procedimiento claro para la terminación de la relación laboral 

de un trabajador protegido. Esta vaguedad normativa deja un amplio margen de interpretación, y el margen de 
interpretación se convierte en un espacio de incertidumbre. 

 
Las diferencias en la interpretación también son relevantes. No solo hay contradicciones entre sentencias de la 

Corte Constitucional; también hay diferencias entre la interpretación de la Corte y la de la Corte Nacional de Jus-
ticia, y entre la interpretación de los jueces de primera instancia y la de los jueces de apelación. La falta de uni-

formidad en la interpretación genera un mosaico de criterios que dificulta la predictibilidad. 

 
La seguridad jurídica no es un lujo; es una necesidad. Sin seguridad jurídica, los trabajadores no pueden planifi-

car su vida laboral, y los empleadores no pueden planificar su gestión empresarial. La estabilidad laboral refor-
zada, en lugar de ser una garantía, se convierte en una fuente de incertidumbre. Y la incertidumbre, en el ámbito 

laboral, es una forma de violencia contra los más vulnerables. 

 
7.5. Implicaciones para empleadores y trabajadores 

Las implicaciones de la estabilidad laboral reforzada para los empleadores y los trabajadores son profundas, y no 
siempre son evidentes a primera vista. No se trata solo de quién gana o quién pierde en un caso concreto; se trata 

de cómo la protección afecta la dinámica de las relaciones laborales en su conjunto. 
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Para el empleador, la estabilidad laboral reforzada implica una serie de obligaciones que van más allá de las que 

tiene con el trabajador común. La primera es la de no discriminar. El empleador no puede tratar a un trabajador 

con discapacidad o enfermedad catastrófica de manera menos favorable que a otro sin discapacidad. La segunda 
es la de realizar ajustes razonables. El empleador debe adaptar el entorno laboral para garantizar que el trabaja-

dor pueda desempeñar sus funciones en igualdad de condiciones. La tercera es la de garantizar la estabilidad. El 
empleador no puede despedir a un trabajador protegido sin una justificación objetiva. 

 

Estas obligaciones no son menores. Requieren que el empleador modifique sus prácticas de gestión, que invierta 
en adaptaciones del puesto y que justifique de manera rigurosa cualquier decisión de despido. Para algunas em-

presas, especialmente las pequeñas y medianas, estas obligaciones pueden ser una carga significativa. Pero la ley 
no hace excepciones, y la carga es parte del precio que el empleador debe pagar por operar en un Estado social y 

democrático de derecho. 
 

Para el trabajador, la estabilidad laboral reforzada implica una serie de derechos que también tienen un costo. El 

trabajador debe acreditar su condición de discapacidad o enfermedad catastrófica, y debe demostrar que el em-
pleador conocía esa condición. El trabajador debe estar dispuesto a acudir a los tribunales para hacer valer sus 

derechos, y debe soportar la incertidumbre de un proceso judicial que puede durar años. La protección no es gra-
tuita; tiene un costo emocional, económico y temporal. 

 

Las implicaciones no se limitan a las partes directamente involucradas. También afectan a la sociedad en su con-
junto. La estabilidad laboral reforzada es una expresión de la solidaridad social, del compromiso de la comuni-

dad con los más vulnerables. Cuando la protección funciona, fortalece el tejido social y reduce la desigualdad. 
Cuando no funciona, profundiza la exclusión y genera desconfianza en el sistema jurídico. 

 
El equilibrio entre las obligaciones del empleador y los derechos del trabajador es el núcleo de la estabilidad la-

boral reforzada. No es un equilibrio estático, sino dinámico, que se redefine en cada caso concreto. La ley esta-

blece los límites, pero la práctica los llena de contenido. Y en ese proceso, lo que está en juego no es solo un 
puesto de trabajo, sino la dignidad de las personas y la cohesión de la sociedad. 

 
8. CONCLUSIONES 

La estabilidad laboral reforzada es una de esas figuras jurídicas que, vistas desde la distancia, parecen sólidas y 

bien construidas. Pero cuando uno se acerca, cuando examina los casos concretos, las sentencias y las dificulta-
des de aplicación, la solidez se vuelve porosa. El alcance real de la estabilidad laboral reforzada es amplio en el 

papel, pero limitado en la práctica. La protección existe, pero no siempre se aplica. El derecho está reconocido, 
pero no siempre se ejerce. La jurisprudencia ha avanzado, pero no siempre ha sido consistente. 

 
Las diferencias entre discapacidad y enfermedad catastrófica son significativas. La discapacidad es una condi-

ción estable, a menudo permanente, que genera una protección más clara y detallada. La Ley Orgánica de Disca-

pacidades establece obligaciones concretas para los empleadores, y la jurisprudencia ha desarrollado criterios es-
pecíficos para su aplicación. La enfermedad catastrófica, en cambio, es una condición variable, a menudo tempo-

ral, que no cuenta con una regulación tan detallada. La protección se ha construido sobre la base de la jurispru-
dencia, y aunque ha sido importante, no tiene la misma solidez normativa. La discapacidad es una categoría más 

consolidada; la enfermedad catastrófica, una categoría más abierta y, por tanto, más incierta. 

 
La aplicación práctica de la estabilidad laboral reforzada presenta problemas profundos. La identificación de los 

trabajadores protegidos es incierta. La carga de la prueba es pesada. Los empleadores utilizan argumentos como 
el bajo rendimiento, la reestructuración o las causas económicas para justificar despidos que, en realidad, son 

discriminatorios. El reintegro laboral es difícil de ejecutar, y la indemnización no siempre es suficiente para re-
parar el daño causado. La protección está en la ley, pero no siempre está en la realidad. 

 

La protección actual no es suficiente. El marco normativo es amplio, pero su aplicación es débil. El acceso a la 
justicia es limitado, y la ejecución de las sentencias es difícil. La estabilidad laboral reforzada es una conquista 

jurídica importante, pero su efectividad depende de que los trabajadores puedan hacerla valer y de que los em-
pleadores la respeten. Cuando eso no ocurre, la protección se convierte en una promesa vacía. 

 

Los aspectos que requieren mayor claridad jurídica son varios. El concepto de discapacidad necesita una defini-
ción más precisa. El alcance de la protección para las enfermedades catastróficas necesita una regulación más de-

tallada. Los criterios para la carga de la prueba necesitan ser unificados. Los procedimientos para el despido de 
trabajadores protegidos necesitan ser más claros. Y las consecuencias del despido injustificado necesitan ser más 

efectivas. La claridad jurídica no es un lujo; es una necesidad para que la protección sea real y no solo teórica. 
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9. RECOMENDACIONES 

 

Para el legislador 

 

El legislador tiene la oportunidad de cerrar las brechas que la jurisprudencia ha ido identificando. Se necesita una 
ley que defina con precisión el concepto de estabilidad laboral reforzada, que establezca un procedimiento claro 

para la terminación de la relación laboral de los trabajadores protegidos, y que unifique los criterios de aplica-

ción. También se necesita una ley que regule las enfermedades catastróficas en el ámbito laboral, estableciendo 
qué enfermedades están protegidas, en qué condiciones y con qué consecuencias. La claridad normativa es el 

primer paso para la efectividad de la protección. 
 

Para los órganos judiciales 

 

Los tribunales tienen la responsabilidad de fortalecer la uniformidad de los criterios jurisprudenciales. La Corte 

Constitucional y la Corte Nacional de Justicia deben trabajar para reducir las contradicciones entre sus sentencias 
y para establecer criterios claros que orienten a los jueces de primera instancia. La uniformidad no es una ame-

naza a la independencia judicial; es una garantía de seguridad jurídica. Los trabajadores y los empleadores nece-
sitan saber qué esperar de los tribunales, y la uniformidad es el camino para lograrlo. 

 

Para los empleadores 

 

Los empleadores deben adoptar protocolos de actuación frente a trabajadores con enfermedades graves o disca-
pacidad. No se trata de una opción, sino de una obligación. Los protocolos deben incluir pautas para la identifi-

cación de trabajadores protegidos, para la realización de ajustes razonables, para la reubicación en caso de despi-
do y para la justificación de cualquier decisión que afecte al trabajador. La adopción de protocolos no solo redu-

ce el riesgo de litigios, sino que también contribuye a un ambiente laboral más justo y respetuoso. 

 
Para los trabajadores 

 
Los trabajadores deben fortalecer el conocimiento de sus derechos y mecanismos de protección. La estabilidad 

laboral reforzada es un derecho, pero un derecho que no se conoce es un derecho que no se ejerce. Los trabajado-

res deben informarse sobre las condiciones que generan protección, sobre los procedimientos para acreditar la 
discapacidad o la enfermedad, y sobre los mecanismos judiciales y administrativos para hacer valer sus derechos. 

El conocimiento es el primer paso para la efectividad de la protección. Sin conocimiento, la protección no es más 
que una palabra en un papel. 
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